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Quinto. Por último, a la discrepancia que dejo fundamentada,
debo añadir un disentimiento sobre la fórmula de anulación parcial
de las Sentencias recurridas, en cuanto imponen una pena de
arresto mayor, con las accesorias correspondientes.

De estimarse el recurso debió acordar la nulidad total de laS
Sentencias y retrotraer laS actuaciones para 'l.ue la jurisdicción
penal dietase nueva Sentencia en la que no incluyera pena de
privación de libertad. Al no haberse hecho así, se ha dietado una
Sentencia de amparo manipulativa de la decisión judicial, que
sustituye al Tribunal ,I'Cna1 en su potestad exclusiva de juzpr,
invadiendo la jurisdicc.ón penaJ, pues a tota corresponde, en uso de
la facultad de sraduación de la Pon.. que le concede la Ley aplicada,
establecer la que, dentro de los llmites leples, considere proporcio­
nada al delito cometido, en atención a Jas circunstancias objetivas
y subjetivas que en él concurren; la imJl!lSÍción COI\Íunta del arresto
Y de la multa es una respuesta judiCIal unitaria en la que ambas
penas actúan col\iuntamente de manera inescindible; IÍ se elimina

J

32266 Sala Primera. Recurso de amparo núm. 769/1985.
Sentencia mlm. 141/1986, de 12 de noviembre.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta Jl"l
don Francisco Tomás y Valiente.... Presidente, y don FrallClSCO
Rubio Uorente, don Luis Diez I'Ícazo y Ponce de León, don
Antonio Truyol Serta, don Eugenio Díaz Eímll, don MiaueI
RodrI¡uez-Piñero y Bravo-Ferrer, Magistrados, ha pronunciacfo

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 769/1985, promovido por el
Procurador de los Tribunales don Antonio Ruede Bautista, asistido
del Letrado don EnriqJ1C Sanz Fernández-Lomana, en nombre de
don José del Val Cuesta, impugnando una Sentencia dictada P!'l el
Juzgado de Instrucción núm. 2 de Valladolid, que resolVIÓ un
recurso de apelación,. promovido frente a otra Sentencia del
Juzgado de Distrito núm. 5, de dicha capital, por suponer violados
los derechos fundamentales reconocidos en e! art. 24 de la
Constitución.

En el recurso ha sido parte el Procurador de los Tribunales don
Argimiro Vázquez Guillén, que ha intervenido en nombre de don
Juan José Francia Urbón, asistido por el Letrado don J. 1. Pérez
Iñiguez. Ha intervenido asimismo e! Ministerio Fiscal y ha sido
Ponente el Magistrado don Luis Diez-Picaza y Ponce de León
quien expresa el parecer del Tribunal. .

1. ANTECEDENTES

1. Sobre laS diez treinta horas del dIa 10 de septiembre de
1984, don José del Val Cuesta conducia por e! carril central de la
calle Oaudio Moyano, de Valladolid una turgoneta de su propiedad
matrícula VA-6l78-K y, al negar al cruce de dicha ea1le con la de
Licenciado Vidriera, inició el giro para entrar en la misma. En ese
momento el vebicu10 VA-8906-J, que circulaba por BU mano y era
conducido por BU propietario, Juan José Francia Urbón, colisionó
con la antes referida furgoneta, Estos hechos fueron objeto de
denuncia que ante e! Juzgado ~tó Juan José Francia Urbón.
Esta denuncia dio lugar a un jwcio de faltas lCIuido en e! Juzaado
de Distrito núm. 5 de Valladolid. E juicio se eetebró en Valladolid
e! 14 de enero de 1983, sin quecom~e! denunciante don
Juan José Francia Urbón. COm¡ll1reC1eron e! demandado don José
del Val Cuesta, asistido del Letrado sellar Lomana,quien aIeaó en
dicho juicio lo que convino a su derecho. E Ministerio f'lSCII1
entendió que el delito constitula una falta, comprendida en e! art.
600 del Código Penal, de la que resultaba autor don Juan José
Francia Urbón, manifestando la defensa de don José del Val Cuesta
su conformidad con tal calificación. E Juzgado de Distrito núm. 5
de Valladolid dictó Sentencia con fecha 14 de enero de 1985
condenando a don Juan José Francia Urbón como autor de una
falta simple de imprudencia y con resultado de dailos, a una pena
de multa, con arresto sustitutorio, y al pago de laS costas del juicio.

Notificada dicha Sentencia al condenado, interpuso 6ste recurso
de apelación, que se tramitó J sustanClÓ en e! Juzpdo de
Instrucción núm. 2 de Valladolid, el cual con fecha 6 de julio de
1985 dictó Sentencia revocando la apelación y condenando a don
José del Val Cuesta como autor responsable de la falta de
imprudencia simple con resultado de dailos a pena de multa, al
pago de laS costas y a indemnizar a don José Francia Urbón en la
cantidad de 73.096 pesetas. Entendió el Juzgado que procedía
revocar la Sentencia apelada toda vez que e! conductor denunciante

una de e1Ias se rompe la relación de proporcionaJidad entre el deli.o
y la~ pues es evidente que la sraduación de la multa viene
condicionada por la presencia de la pena de arrsto y, por tan.o, para
evitar este resultado lo procedente era remitir al órgano judicial la
mnción de restablecer esa proporcionalidad, decidiendo libremente
e! ¡rado que corresponde señalar a la pena pecuniaria, una vez
sul'rimida la de privación de libertad. Al no haberlo hecho as!, este
TnbunaJ ha actuado como Juez penaJ y ha aislado, en la norma, la
pena del ti~ f.C.DIlI. dislfelAndola en elementos que consti.uyen
unidad índiviSlble. '

Dejo as! fundamentado, en todos sus extremos, mi voto
particular, que formulo con el máximo respe.o a la opinión
mayoritaria del Tribunal, la cual, al convertirse en Sentencia, acato
incondicionaJmente al mar¡¡en de mi .opinión personal.

Madrid, 13 de noviembre de 1986.-Firmado: Eugenio Diaz
Eimi1.-Rubricado•

circulaba correctamente por el carril izquierdo de la calle Oaudio
Moyano lÍendo interrumpida IU marcha de forma inesperada por
e! conduetor don José de! Val. que, aun en el supuesto de 'l.ue
hubiera hecho funcionar al intermitente, no hubiera debido dejar
de cerciorarse de la presencia inmediata de otro vebiculo dejándole
un paso Ilteferente.

2. El procurador de los Tribunales don Antonio Rueda
Bautista interpuso, en nombre de don José del Val Cuesta, recurso
de amparo, por entender violados los derechos reconocidos en el
art. 24.1 y 2, de la Constitución, fundamentalmente por entender
que habla sido condenado como autor de una falta sin que
previamente se hubiera formulado denuncia contra él por persona
legitimada para ello,.J>O!: lo que el Juez con su Sentencia quebran.ó
e! principio acusatorlo formal. que informa nuestro proceso penal,
lo que ha supuesto vulneración de los. derechos reconocidos en e!
art. 24 de la Constitución, toda vez -<!ice- que se ha producido
indefensión, no habla sido informado de la acusación formulada
contra él y además no se habla tenido en cuenta la presunción de
inocencia.

Dice e! solitante del amparo que en el juicio de faltas única­
mente compareció él, ejercitando conjuntamente la acción civil y
la penaJ. En e! ejercicio de tales acciones, soliciló la condena del
sellar Francia y esta solicitud coincidió con la del Fiscal. En esta
instancia no me formulada acusación alguna contra el aetuaI
solicitante del amparo por lo que de ninguna forma podría ser
condenado. Quien podia haber ejercido la acción penal y solicitar
condena no lo hizo, al menos en momento hábil, ya que, aunque
posteriormente recurrió la Sentencia y solicitó una condena para el
aetuaI solicitante del amparo, ello suponla ejercer la accion penal
en la~ instancia, donde ya no puede hacerse. El hacerío
supone mtroducir en apelación una euestión no planteada en la
instancia lo que igualmente está vetado.

Se ha quebrantado, pnes, e! ~pio acusatorio, que requiere
una previa acusación para que aJ¡uien sea condenado. A pesar de
una &deja juris¡mulencia del TnllunaJ supremo¡ que entendía que
en e! jwcio de faltas, excepcionalmente, regla e príncipio ÍDqUlSÍ­
tivo, posteriormente se varió e! criterio, ál entenderse que en e!
proceso penaJ, sin dístin&os de ,úllJÚD upo imperaba el principio
acusatorio. Ello es asi sin nin¡ún género de duda desde la
aprobación de la Constituci6n, que en IU art. 24 rechaza la
indefensión e impone la necesidad de que toda persona sea
informada de la acusación formulada contra ella, lo que reciente­
mente ha sido recogido en una importante Sentencia de este
Tn'bunal. de fecha 18 de abri1 de este ado, dietada en el recurso de
amparo 349/1984. ..

En e! caso que ahora nos ocupa, no hubo acusación en la
primera instancia y por ello SCIÚIl se decia en la Sentencia de este
Tn1lunal que acabamos de citar «... aunque la apelación se
considere como un novum iudidum, la revisión que supone debe
encuadrarse dentro de laS pretensiones ejercitadas en ambas
instancias ....., debiendo interpretarse la cita de ambas instancias de
forma que además de haberse ejercitado la pretensión en la primera
instanCIa, para que pueda prosperar debe de haber recurrido la
Sentencia quien la mantuvo en principio, sin que el Juez de
apelación pueda reformar la Sentencia en aquel sentido si nO ha
existido tal recurso.

E solicitante del amparo no ha sido informado de la acusación
que contra él se formuló, no ha podido defenderse y por ello se ha
quebrantado los principios y derechos reconocidos en el arto 24.1 y
2 de la Constitución. •

FmaImente, el solicitante del amparo dice que el Juez acepta en
BU Sentencia el resultado de hechos probados de la Sentencia de
instancia, y sin embargo, olvidando el principio de inmediación
informador de! proceso penal, da una valoración totalmente
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contraria a tales hechos, lo que le hace llegar al coovencimiento de
que quien es autor de la falta no es aquel a quien condenó e! Juez
de Instancia, sino precisamente el otro conductor interviniente en
el accidente. Elevado a Illogo constitucional e! principio de
presunción de inocencia, es necesaria una prueba plena y suficiente,
que sirva para destruir tal presunción ¡&Iris tantum y para probar la
autoria de cualquier tipo de1ictivo. En e! presente caso no se ba
desplCll"do actividad probatoria a1¡una tendente a demostrar la
culpabdidad de mi representado y por ello cobIlln más importancia
las declaraciones de los implicados efectuadas a presencia del Juez
de Iostancia, quieo pudo palpar directamente todo tipo de circuns­
tancias que le llevaron al convencimiento de quien CIll el IXInduetor
negli¡ente, lo que tradujó en una Sentencia condenatoria P8Ill e!
señor Francia.

El Fiscal, en su escrito de alegaciones, ba pedido la desestima­
ción del amparo; el fundamental argumento de la demanda -dice
el Fiscal- es que, no habiendo comparecido en prímCIll instancia el
otro conductor, no fue formulada contIll él acusación a1¡una. En su
apoyo cita la Sentencia 54/1985, de 18 de abril, de la que entresaca
la SlgUÍente cita: «... aunque la apelación se considere como un
novum iudicium, la revisión que supone debe encuadIarse denlrO
de las pretensiones ejercitadas en ambas instancias ...,. Yde la que,
en definitiva" saca la consecuencia de que~ si no se acusó en la
prímCIll instancia, no bay posibilidad procesal de hacerlo en
apelación.

Según el Fiscal, no es esto lo que dice la referida Sentencia. Lo
que afirmó fue que las disposiciones constitucionales reauJadoras
de los derechos fundamentales y libertades públicas relííerzan la
evolución ya manifestada en la regulación de! juicio de faltas que
lo coloca dentro del sistema acusatorio, en cuya virtud nadie puede
ser condenado sin una acusación previa, que debe conocer anticipa.
damente «con la evidente Iinalidad de que pueda ejercitar e!
inviolable derecho de defensa efectuando alegaciones y PfOIll>o
niendo pruebas en toda su extensión» (fundamento jurídico 6.").
De eUo se desprende que el Juez -ajeno al proceso conlIlldíctorio­
no puede condenar sin la existenCUl de una acusación, lo que se
extiende igualmente a la segunda instancia y, en consecuencia, e!
Juez de apelación no puede reformar peyoIlltivarnente la condena
si en esa instancia no hay una petición en tal sentido. Y ese fue
precisamente el caso a1Il resuelto, filvoIllblemente a la conoesión del
amparo: Que e! Juez ad quon condenó a penas superiores a las
impuestas Inicialmente sin que nadie pidiCIll tal elevación. Eviden­
temente, este no es el actua1 caso. No es posible afirmar que el
apelado, que compareció ante el Juez de apelación asistido de
Letrado, quien argumentó lógicamente lo que a: su inteRs convino,
fu.... condenado sin acusación previa o que no conocíCIll ñta y sin
que pudi.... disl"'ner su propia defensa. La Sentencia refétida en
modo alguno diJO que nadie puede ser condenado en alzada si no
ha sido acusado en la instancia. Prohibió, como se ha visto, la
condena sin acusación~¿ sin que el condenado conozca la
acusación, asl como la re[ormo.tio in peiUl, que es una
buena medida, una consecuencia de lo anterior, pero no 0lIll cosa.

Resulta además, dice el FIsca1, que el recurrente fue denunciado
ante el Juzpdo de Distrito por el 01rO conductor. La inasistencia
del denunCUlUte al acto del juicio oral no si¡nifica ni mucho menos
que el denunciado quedare ignorante de la denuncia. Se celebró un
juicio en el que, en la medida que tiene Q.ue ser contradictorio, ante
e! Juez se ofreció como una alternallva entre dos posiciones
encontradas. Y conviene reseilar que en los accidentes de ldfico en
que intervienen dos conductores, su enjuiciamiento pena1, en los
casos que no bay procesamiento previo, como sucede en e! Juicio
de faltas, supone que uno u 01rO de los participantes, no existiendo
causas extrañas, ha de ser e! culpable del mismo. Esto es al¡o de
general conocimiento, más todavla P8Ill quiencom~ y as! se
le dice, en calidad de denunciado y, además, asis1Ido de defensa
técnica en Derecho. Si el Juez condenó al denunciante en lusar del
denunciado, lo que igualmente pudo hacer de asistir aquél. no
significa que e! se¡undo se desentendi.... de su defensa. Bien tuvo
que defenderse -es forzoso pensar- cuando resultó condenado
quien había sido denunciante. ' , , '

En suma, dice el FIsca1, el Juez de apelación, cuando condenó,
lo hizo en virtud de una acusación que conoció previamente el
condenado y no ya en el momento de la vista oral, sino, en el peor
de los casos, desde que compareció a la apelacíóu. Pudo, por ello.
disponer convenientemente SU defensa. El denominador común de
las garantlas procesales que se establecen en el art 24 de la
Constitución Española es 9ue toda l'CfS!'na no vea debilitada su
defensa en una contienda JUdicial. SIendo as!, en el caso que nos
ocupa no puede sostenerse con fundamento que haya resultado
dañada ninguna de esas garantlas, pues e! recurrente dispuso en
todo momento y sin cortapisa alguna de defensa juridíca profesio-
nal desde que se inicíaIllla actividad judiciaL " '

Se invoca asimismo -señala elFi~ que ha sido vulnerado el
derecho de presunción de inocencia. El Juez, se afirma, aceptando
los hecbus probados de la Sentencia apelada, sin otra prueba,

cambió e! sentido del filIlo, condenando a persona distinta de la
sancionada en la instancia. No existe P8Ill ese cambio, se aiiade,
una prueba suficiente y plena, puesto que e! Juez de alzada no
dispuso más que de la t'IllCtícada ante el de instancia, sin que,
además, dispusiCIll de la mmedíación que éste tuvo. Tales afirma­
ciones parecen deaconocer e! significado de la apelación, asÍ como
el alcance que hay que darle a la presunción de inocencia. La
apelación siInifica que e! nuevo Juez tiene plenitud de conoci­
miento y puede, en consecuencia, efectuar una valoIllción distinta
y aun contradictoria con la efectuada por e! Juez apelado. Y esto
es lo que aqui ocurrió: Sin alterar P8Ill nada la exposición de los
hechos, llegó a la conclusión que el culpable del accidente no fue
e! condenado en el juicio de faltas sino e! otro conductor intervi­
Diente. La prueba de CllJlO seguía existiendo dadas las caracterlsti·
cas de los accidentes vanos de que antes hablábamos: Esa alterna­
tiva que, salvo el caso fortuito, hace que uno de los participantes
ten¡a que ser el culpable del accidente. Y ya que se sabe que la
presunción de inocencia, como garantla de que toda persona es
moeente en tanto no quede acreditada otIll cosa, descansa en la
existencia de unas pruebas que conduzcan a destruir esa presun.
ción, pero que en lllIlSÚU caso, en su dimensión constitucional, se
refiere a la valoIllCÍón que el juzgador haga de esas pruebas, que
queda siempre referida a la libre apreciación en conciencia de éste.
Sólo por la vIa de los recursos ordinarios puede variarse esa
apreciación aun sin alterarse los hechos -lo~ aqui sucedió-. En
el proceso de amparo, la intervención de! Tnbunal Constitucional
no puede revisar esa valoIllCÍón, su función, como tantas veces se
ha dicho, es la de constatar sÍ ha existido actividad probatoria 'sobre
la que hacer residir esa valOIlleíÓn. Y en este caso, sin duda alguna
que la hubo. , '

En el recuno de amparo ha comparecido también don Juan
José FIllUcía Urbión, representado por Procurador y asistido por
Letrado, quien en su escrito de alegaciones ba pedido la desestima·
ción del amparo.

3. Por providencia de 24 de septiembre de 1986 se señaló paIll
deliberación y votación el día S de noviembre siguiente

n. FUNDAMENTOS IURIDlCOS

1. Dos son básicamente las vulnCIllCÍones de derechos consti·
tucionales que don José del Val Cuesta alega en el presente asunto,
amP8Illtlas ambas en el párrafo 2.° del art. 24 de la Constitución.
Se concreta en la violación de derecho a ser informado de la
acusación formulada y la violación del derecho a la presunción de
inocencia.

El derecho a ser informado de la acusación, que presupone,
obviamente, la existencia de la acusacióllc misma, tiene como
contenido un conocimiento de la acusación, Iilcilitado o producido
por los acusadores y por los órganos jurisdiccionales ante quienes
el proceso se sustancIa. Su función esencial Illdíca en impedir un
proceso l'eDa1 inquisitivo, que si bien pudo existir en OlIllS filses de
la hiStona, se compadece muy mal con la dignidad del hombre y
por ello con im sistema de derechos fundamentales y de libertades
públicas. En su forma más acuda y Illdical, tIllta de impedir la
situación del hombre que se sabe sometido a un proceso pero
ignOIll de qué se le acusa. Es también un derecho de carácter
instrumental respecto del fundamental derecho a la defensa y a la
asistencia de Letrado, que en el ~pío art. 24 se reconoce, pues el
conocimiento de la acusación es indispensable P8Ill poder ejercer e!
derecho de defensa.

La Constitución se limita a mencionar el derecho a- ser
informado de la acusación del modo que ha quedado expresado,
pero no puntualiza las formas, las solemnidades o los ritos que P8Ill
tal información ha~ que cumplir, ni tampoco los exige. Dedúcese
de ello decir que la informacion de la acusación al acusado ha de
realizarse de acuerdo con el tipo dep~n la lega:lidad
reguladora del misnlo. As!, sí el proceso es . de un sumario
y 9le iniciado por querella, ha de ser ésta puesta en conocimiento
de los presuntamente inculJlll'lo!. Y lo mismo ha de decirse en e!
momento de la filse plenana del proceso penal, en que el conoci·
míento'de la acusación se realiza a tIllVés cfe1lIllS1ado del escrito de
conclusiones.

En los juicióa de faltas, sin em~ 'por su carácter menos
formalista, la ley no establece, como umco posible, un modo de
información aobie la acusación, de suerte que cualqui.... que sea la
forma en que áte Ile¡ue a conocimiento del ¡>asible inculpado, la
exigencia del, precepto constitucional, se¡ún su ratio, debe enten­
deJ1e cumplida. En _el presente caso, lIllS el examen de los
antecedentea, Puede alirm&rse sin género de duda que don José del
Val Cuesta conoció la imputación de culpabilidad de 9"". podIa ser
:~ pues ea de advertir que compareció en la apelací6n, se¡ún

• enCUl realizada el 19 de febreW de 1985 en la Secretaria del
Juz¡ado de Instrucción y en esé momento nombró P8Ill oír toda
clasC de notificaciones, alegaciones y citaciones al LelIlldo don
Enrique Sauz Femández Lomana, lo que significa que estuvo
defendido; y en e! acto de la vista, celebrada en audiencia pública
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el 5 de julio 4e 1985, el apelante no sólo solicitó la revocación de
la Sentencia, sino que adelllÚ, según se dice en el aeta, pidió que
«se dicte otra condenando a don 10sé del Val Cuesta como autor
de una falta del art. 600 a la pena de 3.000 pe5e1aS de multa, coslaS
y 73.096 peseIaS de indemnización», y la pone apelada, presenta en
el acto de la vista Y conociendo peñectamente la petición de
condena, no formuló mnte a ella DÍnJUna reserva y se limitó a
..,licitar «1a confirmación de la SentenCUl recurrida con imposición
4e COSIaS al apelante». Ello es frecuente que ocurra en,.!3:j~os
derivados de ac:cidentes producidos por la circulación y en
otros aI50S de patecido cariz como pueden ser las ofensas mutua­
mente inferidas o el resultado de~ donde los papeles de
acusador y de acusado pueden irse alterando sucesivamente a la
vista del resultado probatorio y de las apreciaciones reaHudas
..,bre &,. pues siendo los hechos producto de la COIIiunción de las
acciones de los dos implic:ados (aparte la concurrencia de otros
posibles láetores e:ausales), todos se encuentran implic:ados en él.

2. El segundo de los derechos que trata de ser esgrimido en el
presente proceso de amparo es el denomillado derecho a la
presunción de inocencia, que no es necesario analizar aqul con
detalle pues lo eslt sobradamente en las Sentaftcias numerosfsimas
de este TribunaL
. De tal doctrina se deduce que el derecho a la presunción de
inocencia (como por lo general todss las presunciones) determina
una distrihución de la CIJI8 de la prueba Yexi¡e que la prueba la
soporte quien lleve a e:aho la acusación y que, en cualquier c:aso, la
prueba se realice a trav~ de medios de prueba que sean constitu­
cionalmente legítimos. No es discutible en el presente c:aso que la
prueba se ha producido, pues los heehos son de ¡ran simplicidad
Y respecto de ellos las de<laraciones y los testimonios han existido
en el proceso. '.

La presunción de inocencia del atl 24.2 de la Constitución
Española no impide, en cambio, las calificaciones juridic:as o la

32267 Sala Seit;ndiL Re1:ursó de amparo número 173/1985.
Sentencia número 142/1986. tk 13 tk noviembre.

La Sala Segunds del Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Bogué Cantón, Presidenta, y don An&elLatorre Segura,
don Fernando Garcla-Mon González-Reguera1, aon 1eslls Leguina
Villa Ydon Luis López Guerra, Magistrados, ha pronuncis4o

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

. En el recurso de amparo número 173/1985, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Saturnino Eslévez Rodríguez, en
representación de la Suciedsd «Construcciones Armando Sisques,
Suciedsd Anónima», bajo la dirección del Letrado don Fernando
López Bazán, contra Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo
de 5 de febrero de 1985 que declar6 no haber lugsr a la admisión
del recurso de casación inte'1'uesto contra Sentencia de la Sala de
lo Civil de la Audiencia Temtorial de Zoragoza de 15 de mayo de
1984, ha compatecido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el
Magistrado don Fernando Garcla-Mon González-Regueral, quien
express el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

l. Por. escrito presentado en este Tribunal el 6 de marzo de
1985, la Suciedsd «Construcciones Armando Sisques, S. A.1t,
representads por el Procurador y asistids del Letrado que constan
en el encabezamiento, interpuso recurso de amporo contra el Auto
de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 5 de febrero de 1985,
que inadmitió el recurso de casación interpuesto contra Sentencia
de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Zeragoza de 15
de mayo de 1984, que estimó en parte el recurso de apelación
interpuesto contra Sentencia del 1uzgado de Primero lñstancia
núm. 2 de aquella e:apital de 26 de enero de 1983.

Los hechos c¡ue sirven de base al recurso de amparo son, en
síntesis, los sigmentes: Que el 23 de ma~o de 1984 se preparó ante
la Sala de lo Civil de la Audiencia Temtorial de Zeragoza recurso
de casación contra la Sentencia dietads por la Sala el 16 de mayo
anterior; que con fecha 21 de septiembre siguiente fueron emplaza­
dss las partes panl cOmparecer en término de cuarenta diss ante la
Sala Primera del Tribunal Supremo; que en 25 de octubre de 1985
se ~ntó ante la Sala Primera del Tribunal Supremo por la
Soetedsd recurrente el escrito de interposición del recurso, hacién­
dose constar en el mismo (apartado 111 de los requisitos procesales)
que <ea tenor de lo dispuesto en el párrafo primero de la Disposición
transitoria segunds de la Ley de 6 de agosto de 1984, el presente

subsunción de los bechos probados en las normas jurídicas
,Iplicables que es donde, cabalmente, el solicitante de este amparo
qu~ere col~. Si los b~ están probados, pue<!e el Juez
callficarlos, SI!' otra ~cu1a<:iónque la que com!, es lógico tiene a
!a ley, p'"ro lID que fIJa en este punto la genérica presunción de
mocenCUl. Por eso, puede el 1uez de acuerdo con los criterios de
interpretación de las normas determinar, calificándolos, los com­
portamientos ya probados y decidir si estos son o no constitutivos
de~ o Imprudencia, sin verse para ello impedido por la
presUDC1ÓD de inocencia, pues la inocencia de que habla el art. 24
de la Copstitución, debe enten~~ el sentido de no autoría, no
prodUCCIón del ds60 o no particlpactón en é~ pero no de obligar a
una consideración de carácter fortuito de los hechos una vez
pro"'A~ mnte a su posible considetación como derivados de
~ o imprudencia.

FALLO:

En atención a todo lo expuesto, El Tribunal Cosntitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITU­
ClON DE LA NACION !::SPA1ólOLA

Ha dedidido:

Desestimar el recurso de amparo promovido por don José del
Val Cuesta.

Publlqueae esta Sentencia en el «Iloletln Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 12 denoviembre de 1986.-Francisco Tomás
y Valiente.':'Francisco Rubio Uorente.-Luis Díez-Picazo y Ponce
de Le6n.-Antonio Truyol 5erra.-Eugenio Diez Eimil.-Miguel
Rodrlguez-PiAero y Bravo-Ferrer (firmados y rubric:ados).

recurso se formaliza y debará sustanciarse de confortuidsd a las
modificaciones introducidas por dicha Ley»; que la Sala Primera
del Tribunal Supremo, de acuerdo con el informe del Ministerio
Fiscal, previa celebración de vista sobre admisión, dietó Auto el 5
de febrero de 1985 -el Auto recurrido en amparo-, por virtud del
euaI declar6 la inadmisión del recurso por no acompañarse con el
escrito de interposición la certificación de las Sentencias y por no
acomodsrse el escrito de formali"'ción del recurso a los requisitos
ex!fidos por la L.E.C. anterior a la Rfoima, cuyos preceptos eran
aplicables de conformídsd con la disposición transitoria primera de
la Ley 34/1984.' .

2. El recurso de amparo se funds en violación del art. 24.1 de
la Constitución por cuanto el Auto de inadmisión del recurso de
casación lesiona el derecho de la Suciedsd recurrente a la tutela
judicial efectiva que se garantiza en dicho precepto constitucional.
Razona la interpretación que estima correcta de las Disposiciones
transitoriaa primera y se¡unda de la Ley 34/1984 e impugna la
reaIizads por la Sala Primero del TnDunal Supremo, al_do que
al establecer la Disposición transitoria segunds que «terminada la
instancia en que se hallen, los ~.%~ interpongan se
sustanciarán de conforntidsd con las m' 'ones introducidas
por esta Ley»,IU interpretación es clara en el sentido que los
recursos interpuestos con posterioridsd a su entrads en ~,
habrían de atenerse a la nueva normativa del recurso de casaCIón
en el que se distingue la fase de preparación del recurso y la de
interposición y a ésta concretamente liace referencia la disposición
transcrita. Solicita la estimación del recurso de amparo y que, en
consecuencia, se anule el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo de S de febrero de 1985 dietado en el recurso de casación
1.266/1984 y se reconozca el derecho del recurrente a que se
tramite el citado recurso de casación.

3. Por providencia de 10 de abril de 1985 se tuvo por
ínterpueeslo el recurso de amparo y se otorgó un plazo de diez diss
al Ministerio Fiscal y a la recurrente, para que alegaran lo que
estimasen procedente en orden. a la posible causa de inadmisión
prevista en el art. 50.2 b) de la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional (LOTe): Carecer la demands de contenido que
justifique una decisión por parte del Tribunal Constitucional.

El Ministerio Fiscal por escrito presentado el 23 de abril de 1985
informó en el sentido de que, efectivamente, concurría la citads
causa de inadmisión del recurso de amparo por entender que se
trataba de un ¡iroblema de legalidsd sobre interpRtaci6n de las
Disposiciones transitoriaa primera y segunds de la Ley de Rforma
de la L.E.C. 34/1984, de 6 de a¡oslo, resuelto correctamente por la
Sala Primera del Tribunal Supremo, porque las cuatro fases de que
se compone el recurso de casacion -preparación, interposición,
sustanCUlción y resolución- constituyen un conjunto de normas
que no pueden escindirse y, por tanto, es equiparable a estos efectos


